	Fecha
	23 de Mayo de 1960
	Sesión número
	21

	Motivo: Amparo

	Recurrente: EDGAR VÍQUEZ VÍQUEZ Y ADRÚBAL VÍQUEZ SÁNCHEZ

	Recurrido: DIRECTOR GUARDIA CIVIL SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que por sentencia dictada por el Juez Cuarto Civil, se declaró con lugar la demanda de desahucio de su local comercial y se expidió la orden de desalojamiento al Director de la Guardia Civil. Sentencia confirmada por la Sala Segunda Civil de la Corte Suprema de Justicia. Que, como consecuencia de demandas y otros recursos relacionados que presentaron en la vía penal, no existe una resolución firme que ordene el desalojo al Director de la Guardia Civil. Alegan violación a los artículos 27, 33, 39, 41 y 48 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: El Tribunal trajo a la vista el juicio de desahucio que motiva el recurso.

	Parte dispositiva
	Se dispuso rechazarlo de plano, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°, incisos b) y c) de la Ley de Amparo, por tratarse en el caso de resoluciones y actuaciones de un tribunal de justicia en negocio de su competencia, ya que el Director de la Guardia Civil, actúa en atención a notas del Juzgado Cuarto Civil, libradas en el juicio de desahucio de que se trata. El Magistrado Sanabria votó en el sentido de que se entrara a conocer el fondo del recurso.


N° 21
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintitrés de mayo de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo V
Se conoció del recurso de Amparo establecido por los señores Edgar Víquez Víquez y Asdrúbal Víquez Sánchez contra el señor Director de la Guardia Civil. Los señores Víquez alegan: “1°.- El señor Juez Cuarto Civil por sentencia que dictó en juicio de desahucio de David Margules Gutowski, por sí y como apoderado generalísimo de Estrella Benhamou Bensaid contra la Cañada Sociedad Limitada, resolvió: “Juzgado Cuarto Civil. San José, a las quince horas del diecinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve…Por tanto: razones expuestas, leyes citadas y artículos 267, 268, 735, 719 del Código Civil, 84 y 688 y siguientes del Código de Procedimientos Civiles, fallo: Se admiten las copias fotostáticas de un recibo y la certificación del Registro de Prendas aportados a los autos por la parte accionante después de contestada la demanda; se declara sin lugar las excepciones de falta de personería ad-causam o de derecho y de falta de personería activa opuestas. Se declara con lugar la demanda. Se confirma la orden de desalojamiento impartida en autos y una vez firme esta resolución ejecútese mediante oficio que se expedirá a la autoridad de policía. Son ambas costas del juicio a cargo de los demandados. Ant. Rojas L.- Gmo. J. Cubero A”.- 2°.- Por su parte, la Sala Segunda Civil, con ligeras variantes confirmó el referido fallo y así dispuso: “Sala Segunda Civil de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas y treinta minutos del veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta. Por tanto: se confirma el fallo apelado, con costas procesales, únicamente, a cargo de la parte demandada y se reconoce a ésta, de acuerdo con la ley, su derecho de prioridad, a título de inquilino, para ocupar, en la nueva construcción, el local que se le obliga a desalojar. Reintegre la parte interesada, bajo los apercibimientos de ley, las hojas de oficio usadas para poner esta sentencia, artículo 886, aparte final, del Código de Procedimientos Civiles. Hernán Bejarano. Miguel A. Fernández P.- R. Jugo L.- J. Roldán Poblador”.- 3°.- De lo anterior se coligen dos cosas: a) que existe un fallo firme en el juicio de desahucio dicho; y b) que en una resolución, el fallo mencionado, ya firme, como queda expuesto, el señor Juez Cuarto Civil ordenó, que en ejecución del mismo, se expidiera la correspondiente orden de desalojamiento a la autoridad de policía correspondiente, concretamente: el señor Director de la Guardia Civil. Téngase presente que los Tribunales de Justicia, bien a petición de parte, bien de oficio, actúan por medio de “resoluciones” que, de acuerdo con el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles se denominan “providencias, autos y sentencias”, con la característica fundamental de que, al tenor de esa disposición, “las resoluciones de los tribunales de justicia deben ser claras, precisas y congruentes con las pretensiones que decidan”. Esto, señores Magistrados, es de gran importancia como lo indicaremos más adelante.- 4° Habiendo, apenas, enviado el señor Juez Cuarto Civil el oficio, en cumplimiento del fallo mencionado, a la Dirección de la Guardia Civil, ordenándole el desalojamiento, los suscritos, considerándonos lesionados en nuestros derechos en virtud de una maquinación de mala ley, acusamos ante el señor Juez Primero Penal la falsedad de los documentos que sirvieron de base al juicio de desahucio, de que hemos hecho mérito, y por el delito de simulación de contrato también, a las partes que intervinieron en el referido juicio, otorgando un instrumento público con declaraciones falsas que sirvieron para inscribir en el Registro Público el hecho falso de aparecer como dueños de la totalidad de la finca, con el único objeto de obtener mañosamente un desahucio en perjuicio de La Cañada Sociedad Limitada, de la que somos únicos socios, lesionándose nuestros intereses y patrimonio.- 5° Obtenida la admisión de la acusación por falsedad de los documentos del desahucio dicho, no inventando un procedimiento sino con apoyo en el artículo 206 del Código de Procedimientos Civiles y aportando la correspondiente certificación de admisión de la querella, pedimos al señor Juez Cuarto Civil la suspensión del juicio en el estado en que se encontraba y que actualmente se encuentra, sin verificarse el lanzamiento como ejecución del fallo. Al conocer de esta nuestra petición el señor Juez mencionado resolvió: Juzgado Cuarto Civil. San José, a las dieciséis horas del seis de mayo de mil novecientos sesenta. Por tanto: Se suspende este juicio en el estado en que se halla, y en consecuencia, no ha lugar a ordenar a que se deje sin efecto la orden de lanzamiento ya expedida. Ant. Rojas L.- Gmo. J. Cubero A.” Observen los señores Magistrados, el absurdo, la herejía jurídica, la monstruosidad legal que significa la conclusión del señor Juez a quo en el auto citado al establecer: “…en consecuencia, es decir, como conclusión de haberse suspendido el juicio en el estado en que se halla, no ha lugar a ordenar que se deje sin efecto la orden de lanzamiento ya expedida”. Esto significa, en buen romance, que el señor Juez no ha suspendido nada, puesto que, no habiéndose ejecutado el fallo en el aspecto material, que es lo que interesa, en el acto jurídico, del lanzamiento, que es el estado en que se halla el juicio, la suspensión es puramente literaria y no dentro de los propósitos legales del artículo 206 citado del Código de Procedimientos Civiles que  lo que persigue es que “se suspenda el juicio en el estado en que se halla, hasta que recaiga ejecutoria en la causa criminal o auto de sobreseimiento, ya sea éste provisional o definitivo”. Y esa suspensión debe ser efectiva, real y no aparente; y no como lo ha pretendido el señor Juez, que se haga en forma, como queda expuesto, literaria o aparente. Y no sólo eso señores Magistrados, sacar como conclusión de la suspensión de procedimientos la negativa a ordenar que se deje sin efecto la orden de lanzamiento ya expedida pero no ejecutada es caer, dentro de la incongruencia prohibida por el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles. De ahí la cita que hicimos en líneas anteriores.- 6°.-  Verificada por el señor Juez la suspensión de procedimientos en la forma indicada, en tiempo tanto la parte contraria como los suscritos apelamos, ellos de la totalidad de la resolución y nosotros únicamente en cuanto a la negativa para dejar sin efecto la orden de desalojamiento enviada a la Dirección de la Guardia Civil.  Por motivos ajenos a nuestra voluntad como son los de no haber recibido la notificación del caso debido a que se le notificó al abogado anterior, en su oficina, puesto que olvidamos señalar nueva oficina para notificaciones, se declaró desierto nuestro recurso por no haber presentado el papel prevenido.  Esta circunstancia sirvió al apoderado de los actores, creyendo realizar una maniobra genial para desistir de su apelación, motivando el auto del señor Juez que a la letra dice: “Juzgado Cuarto Civil. San José, a las ocho horas y cincuenta minutos del día diecisiete de mayo de mil novecientos sesenta. Se aprueba el desistimiento de los recursos de apelación interpuesta por el Licenciado Antonio Picado Guerrero contra las resoluciones de dieciséis horas del seis de mayo en curso y once horas del siete de este mismo mes.  Por ello, se tiene por firme la primera de dichas resoluciones, y por insubsistente la segunda que fue consecuencia de la apelación interpuesta contra la primera del señor Víquez. Son las costas causadas con motivo del recurso y desistimiento a cargo del que desiste.- Ant. Rojas L.- Gmo. J. Cubero A.”.- En esta resolución se destacan dos cosas importantes: a) se declara firme el auto de suspensión de los procedimientos, aún con la incongruencia apuntada; y b) se declara insubsistente un auto anterior que ya estaba firme, lo que implica una herejía jurídica. Veamos que dice dicho auto: 7°.- Como consecuencia de la suspensión de procedimientos y las apelaciones apuntadas, en el párrafo anterior, pedimos al señor Juez que por lo menos nos concediera la suspensión provisional de la orden de lanzamiento dada a la Dirección de la Guardia Civil.  Al resolver esta petición el señor Juez dictó el auto que dice: “Juzgado Cuarto Civil. San José, a las once horas del siete de mayo de mil novecientos sesenta. Como simple medida de prudencia y a fin de evitar el grave daño que se causaría con el lanzamiento si la Sala Segunda Civil revocara la resolución apelada, diríjase nota a la Dirección de la Guardia Civil a fin de que suspenda provisionalmente la orden de lanzamiento impartida. Ant. Rojas L.- Gmo. J. Cubero A.”.- Como consecuencia de esta resolución, el señor Juez envió un segundo oficio a la policía, dejando sin efecto provisionalmente la orden inicial de desalojamiento enviada a acatamiento del fallo firme. Aquí queremos hacer un paréntesis señores Magistrados para formular la siguiente pregunta: si la suspensión de procedimientos decretada por el Juez no tuvo, conforme a su criterio, la virtud de dejar sin efecto, en contra de lo que dispone el artículo 206 del Código de Procedimientos Civiles, la orden de desalojamiento, cómo, según resolución posterior, la que comentamos, sí pudo, invocando la prudencia y a fin de evitar el grave daño que se causaría con el lanzamiento, lograrse el efecto de una suspensión provisional de dicha orden, no siendo óbice el que la sentencia está firme y ejecutada, la salsa que es buena para el ganso es buena para la gansa. Y si el señor Juez, al dictar la segunda resolución actuó, cometiendo esta nueva incongruencia es porque sabía que seguía manteniendo sobre nuestras cabezas siempre la espada de Damocles de un lanzamiento.- Pero sigamos adelante, como lo manifestamos en líneas anteriores al aprobar, por resolución de las 8 y 50 horas del 17 de los corrientes, el desistimiento de la apelación del apoderado de los actores Lic. Picado Guerrero, lo que es correcto, comete por otro lado la herejía jurídica y la arbitrariedad de dejar “insubsistente”, así porque sí, un auto anterior, ya firme, como es el mencionado de las 11 horas del 7 de mayo en curso en que se ordenó la suspensión provisional de la ejecución del desalojamiento.- 8°.- Y aquí está lo medular del presente recurso, señores Magistrados. Para revocar una resolución anterior de acuerdo con nuestro Código Procesal Civil y nuestro régimen de derecho, sólo hay dos caminos: a) o se revoca el auto, durante el término de ley, por contrario imperio o por recurso de las partes; y b) o mediante una nulidad decretada sobre resoluciones o actuaciones anteriores. Siendo así, el auto de suspensión provisional ya firme sigue surtiendo todos sus efectos. Y para cambiar la situación planteada, si nos atenemos a la ley y a los procedimientos, sólo hay un camino: dictar una nueva resolución, no declarando insubsistente un auto anterior, sino decretando la expedición de una nueva orden de desalojamiento en cumplimiento del fallo.- Queremos advertir a los señores Magistrados que, precisamente, por lo arbitrario, es que hemos interpuesto recurso de apelación  contra el auto mencionado de las 8 horas 50 minutos del 17 de los corrientes, en cuanto tiene por insubsistente el auto anterior, ya firme, que decretó la suspensión provisional del lanzamiento.- 9°.- Pero hay más señores Magistrados, como si todo eso fuera poco, por vicios esenciales, que no viene al caso mencionar aquí, por ser ajenos a este recurso, planteamos en su oportunidad un incidente de nulidad absoluta del juicio de desahucio. Bien o mal planteado, con derecho o sin derecho, eso lo resolverán los tribunales, el incidente en cuestión de acuerdo con el artículo 385, párrafo primero del Código de Procedimientos Civiles, suspende también el juicio. Si bien dicho incidente fue rechazado de plano, es lo cierto que contra el rechazo no caben los recursos de ley, (párrafo diez de la disposición legal citada), recursos que hemos dejado interpuestos en tiempo. Y no obstante estos recursos, que las resoluciones recurridas no están firmes, y que no hay una resolución como queda expuesto, que haya ordenado nuevamente el lanzamiento, el señor Juez encontró muy cómodo sentarse a la máquina y enviar el día 19 de los corrientes una nota a la Dirección de la Guardia Civil, dejando sin efecto el oficio N° 436 de 7 de los corrientes, mediante la cual, en ejecución de una resolución, se había ordenado suspender provisionalmente el lanzamiento.  Ello lo hace con la tranquilidad de quien se sienta a la máquina a escribir una esquela amorosa.- El resultado es señores Magistrados, que el señor Director de la Guardia Civil tiene en su poder una nota ilegalmente expedida y con el asedio constante de los verdugos de la parte contraria que lo compelen a que cometa un acto arbitrario, ajeno a su voluntad, puesto que el pecado emana del funcionario que no le hace honor a la responsabilidad que le compete como administrador de justicia. Derecho: I.- De acuerdo con la Ley de Amparo, artículo 3° inciso c), no procede el Recurso de Amparo: “contra la ejecución de resoluciones judiciales encomendadas por ley a las autoridades administrativas”. En el presente caso nos encontramos ante la disyuntiva de una autoridad administrativa, el Director de la Guardia Civil, que tiene en su poder una nota ordenándole nuestro desalojamiento; pero esa nota no entraña cumplimiento o ejecución, como atrás lo hemos explicado ampliamente, de una resolución judicial que no exista, que no ha sido dictada por el Juez a estas alturas, no pudiéndose alegar la orden de desalojamiento decretada por el fallo, puesto que esta orden, como también lo explicamos arriba, fue modificada por el auto de las 11 horas del 7 de mayo corriente, ordenado la suspensión provisional de ese desalojamiento, auto que como lo hemos repetido muchas veces está firme. Si no hay una resolución firme que ordene al Director de la Guardia Civil, nuevamente el lanzamiento, este funcionario está imposibilitado legalmente para verificar esa medida odiosa y lesiva a nuestros intereses de personas honorables, dedicadas al trabajo. Siendo así, a contrario sensu, por disposición del artículo que comentamos de ley de amparo el presente recurso es procedente y así pedimos se declare, por esa Honorable Corte, admitiéndole y dándole el trámite de ley.- II.- El artículo 33 de la Constitución Política establece, como una saludable garantía, que todo hombre es igual ante la ley. Y de acuerdo con los hechos expuestos y con la actuación del señor Juez Cuarto Civil se no está dando trato desigual, más propio de un paria que de un ciudadano de una nación libre y democrática que se precia de vivir un régimen de derecho. Si el señor Director de la Guardia Civil llega a ejecutar el desalojamiento con base en una nota arbitraria e ilegalmente expedida, aunque sea contra su voluntad, no sólo comete una injusticia y la arbitrariedad misma, sino que viola nuestros derechos individuales garantizados por el artículo 33 citado.- III.- De acuerdo con el artículo 41de la Constitución Política, tenemos derecho para ocurrir a las leyes en reparación de las injurias o daños que hayamos recibido en nuestra persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérsenos justicia pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. Y eso es lo que hacemos señores Magistrados, al formular el presente recurso de amparo ante esa Honorable Corte conforme al derecho que nos otorga el artículo 48 párrafo tercero de nuestro Cuerpo Político. Si este derecho no se nos reconoce y mediante el presente recurso no se endereza lo que está torcido, sea el procedimiento empleado, compeliendo a un funcionario como el Director de la Guardia Civil que cometa un acto injusto y consume una arbitrariedad, como el que se pretende echándonos a la calle ilegalmente, tal  precepto como garantía individual, constitucional, quedaría flagrantemente violado en nuestro perjuicio.- IV.- El artículo 39 de la Constitución Política establece la obligatoriedad de las leyes. Y siendo el Código de Procedimientos Civiles una ley, y, sobre todo, una ley de orden público, los jueces y tribunales están obligados a ajustarse y cumplir con lo que establece el artículo 72 del Código de Procedimientos Civiles en cuanto dice: “párrafo cuarto: En general, (los funcionarios que administran justicia) deben ajustarse a los procedimientos establecidos en este Código o en las leyes pertinentes, e indicar, al dictar las providencias, la disposición legal que autoriza el trámite.” De acuerdo con este código procesal los jueces deben actuar por medio de providencias, vale decir, resoluciones, y nunca manu militari, sentándose a la máquina y escribiendo notas para obligar a una autoridad administrativa a actuar arbitrariamente, escudándose en su alta jerarquía, motivo por el cual este último funcionario no está obligado a cumplir y a acatar una orden ilegalmente expedida, pues esta clase de autoridad conforme a doctrina bastante conocida al desconocer una orden ilegal no sólo no incumple con su deber, sino que, por el contrario cumple con las funciones propias de su cargo. Y a eso tiende el  presente recurso: a que no se le dé cumplimiento a una orden ilegalmente expedida.- V.- Finalmente, queremos dejar constancia de que el artículo 27 de la Constitución Política, que consagra el derecho de petición, nos ampara para acudir ante esa Honorable Corte y obtener pronta resolución que ponga a cubierto nuestros derechos y el buen nombre de la Justicia Patria y que confiamos sabrán poner muy en alto los honorables integrantes de esa Honorable Corte.- Recurso: Con base en las razones de hecho y de derecho expuestas y con fundamento en los textos legales citados, formulamos el presente recurso de amparo contra el Director de la Guardia Civil, que nos previno ya de la disposición en que está de llevar a cabo el desalojamiento del local ocupado por La Cañada Sociedad Limitada con su negocio comercial. Al efecto pedimos: a) Que se ordene, por medio de atento oficio, dirigido al Director de la Guardia Civil, que se abstenga de llevar a cabo el desalojamiento.  Ello mientras se tramita el recurso y como medida de emergencia, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley de Amparo.  Además, como medida previa a su tramitación.- b) Que se declare con lugar el presente recurso y en consecuencia no podrá ejecutar la Dirección de la Guardia Civil, ni ninguna otra autoridad administrativa, el desalojamiento, sino es mediante una resolución, legalmente dictada, que así lo ordene. Pruebas: Pedimos a esa Honorable Corte solicite ad-effectum videndi el expediente del juicio de desahucio de que se ha hecho mérito, a fin de que los señores Magistrados constaten los hechos expuestos en el presente recurso.- Asimismo, acompañamos certificación expedida por el Secretario del Juzgado Cuarto Civil en que consta la última nota enviada a la Dirección de la Guardia Civil y la correspondiente circunstancia de que para expedir ese oficio no ha mediado resolución alguna.”
Los señores Magistrados Bejarano, Fernández y Jugo de la Sala Segunda Civil, manifestaron que ante sus oficios existe pendiente de resolución una queja presentada por los recurrentes contra el señor Juez Cuarto Civil, basada en los mismos hechos que se invocan en el presente recurso, y que por lo mismo, de acuerdo con el artículo 6° de la Ley de Amparo, consideraban que al resolver este recurso podrían adelantar criterio, y que por lo mismo podrían estar impedidos para resolverlo. Salen los Magistrados Bejarano, Fernández y Jugo.
Atendidas las manifestaciones de los tres Magistrados dichos, y en atención a que lo invocado por ellos no constituye motivo de impedimento, según los casos que taxativamente señala el artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se dispuso declarar que dichos Magistrados no están impedidos para conocer del recurso y, por lo mismo, declararlos hábiles. Entran los Magistrados Bejarano, Fernández y Jugo.

El Tribunal trajo a la vista el juicio de desahucio que motiva este recurso y previa deliberación, se dispuso a rechazarlo de plano, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°, incisos b) y c) de la Ley respectiva por tratarse en el caso de resoluciones y actuaciones de un tribunal de justicia en negocio de su competencia, ya que el Director de la Guardia Civil, actúa en atención a notas del Juzgado Cuarto Civil, libradas en el juicio de desahucio de que se trata.

El Magistrado Sanabria votó en el sentido de que se entrara a conocer el fondo del recurso.

